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titucionalidad. Por tanto. no ofreciendo a los órganos
judiciales la duda de constitucionalidad que el arto 163
C.E. exi~e para el planteamiento de la cuestión. no esta­
ban obligados a plantearla ni se vulnera con ello ningún
derecho fundamental de la recurrente. '

4. Considera. asimismo. la recurrente que el arto 57
L.A.U.• al establecer la prórroga legal del contrato de

¿mendamiento urbano. obligatoria para el arrendador y
potestativa para el arrendatario. en virtud de la cual este
último puede prolongar indefinidamente la duración del
contrato. determina una desigualdad jurfdica entre arren­
dador y arrendatario contraria al arto 14 C.E. Igualmente
estima la solicitante de amparo que con la vigencia del
arto 9 del Real Decreto-ley 2/1985. de 30 de abril, que
suprime la prórroga forzosa para los arrendamientos
urbanos que se celebren tras su entrada en vigor. se
produce una desigualdad jurfdica sobrevenida entre los
arrendadores sujetos a la prórroga legal que establece
el arto 57 L.A.U.• y los arrendadores posteriores al citado
Real Decreto-Iey 2/1985. que no están vinculados por
la prórroga legal que impone dicho precepto.

Para la resolución de estas quejas de amparo es obli­
gado que nos remitamos a la doctrina de la STC
89/1994. en la que el Pleno de este Tribunal declaró
la conformidad constitucional de la prórroga legal esta­
blecida en el arto 57 L.A.U. con los postulados del derecho
a la igualdad jurfdica que se se derivan del art. 14 C.E.;
en consecuencia. basta que demos por reproducidos los
razonamientos que entonces expresamos para fundar
la desestimación del presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado.
Publfquese esta Sentencia en el ccBoletfn Oficial del

Estado». .

Dada en Madrid. a nueve de mayo de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodrfguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando Garcfa-Mon y González Regue­
ral.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado y rubricado.

13366 Sala Primera. Sentencia 131/1994, de 9
de mayo de 1994. Recurso de amparo
1.09111991. Contra Auto de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del T.S.J. de
Madrid. Extemporaneidad del recurso de
amparo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodrfguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando Garcfa-Mon y González-Re~ueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Glmeno
Sendra. y don Pedro Cruz Villalón. Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.091/91 interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Bonifacio Fraile
Sánchez, en nombre y representación de don Edmundo

Munilla Pascual. don Miguel Castillo Peinado. don Miguel
Aguilar Algora. dona Elena Femández Alonso. doña
Marra Manuela Blanco López y don Jesús Marrodán
Carrasa. asistidos por el Letrado don José Marfa Gil-Ro­
bies. contra el Auto de la Sección Segunda de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del tribunal Superior
de Justicia de Madrid. de·19 de abril de 1991. en recurso
núm. 440/76. H~n comparecido. adem6s del recurrente
y del Ministerio Fiscal. don José Luis Herranz San Juan
y don Pedro Martfnez Heras. representados por el Pro­
curador de los Tribunales don Roberto Granizo Palome­
que y asistidos por el Letrado don Manuel de la Rocha
Rubf. y el Ayuntamiento de El Escorial. representado por
el Procurador don- José Luis Pinto Marabotto. asistido
del Letrado don Rafael Barril Dosset. Ha sido Ponente
don Vicente GimenoSendra. quien expresa el parecer
de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en el Registro del
Tribunal el dfa 24 de mayo de 1991 don Edmundo Muni­
lIa Pascual y los demáS recurrentes anteriormente seña­
lados interpusieron recurso de amparo contra el Auto
de la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
de 19 de abril de 1991 que confirma una providencia
anterior de 11 de enero de 1991. Con anterioridad el
mismo recurrente habla impugnado esta última provi­
dencia de 11 de enero de 1991 mediante recurso de
amparo presentado el '12 de febrero de 1991.·tramitado
bajo el núm. de registro 360/91 y que concluyó en
virtud de providencia de inadmisión de 16 de septiembre
de 1991 que estimó caducado el mencionado recurso
por haber trascurrido el plazo previsto en el arto 44.2
LOTC•.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

A) Los solicitantes de amparo interpusieron recurso
contencioso-administrativo contra un Acuerdo del Ayun­
tamiento de El Escorial de 7 de febrero de 1976 en
el que recayó Sentencia del Tribunal Supremo de 21
de noviembre de 1981 que. entre otros extremos. ordena
la demolición de lo edificado al amparo de la licencia
de construcción impugnada en aquel recurso.

. B) Mediante Auto de 6 de marzo de 1986 ~ Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia decretó
el cumplimiento de la anterior Sentencia firme. resolu­
ción que fue confirmada por el Tribunal Supremo median­
te Auto de 22 de enero de 1988. A instancia de la
recurrente se acordó.con fecha 26 de enero de 1990
requerir al Ayuntamiento demandado para que remitiera
testimonio de cuantas diligencias hubiese practicado en
orden a la ejecución deto resuelto. traslado que el Ayun­
tamiento cumplimentó mediante.escrito de 16 de febrero
de 1990 en el que ·pone de manifiesto la imposibilidad
de llevar a efecto la ejecución de la Sentencia.

•
C) La Sala dicta providencia de 20 de marzo de

1990 en la que reitera el requerimiento de ejecución.
sin perjuicio de que si concurren las circunstancias de
inejecutabilidad del fallo a que alude el arto 18.2 de la
Ley Orgánica del Poder Judicial puedan interesarse las
medidas procedentes. Contra esta providencia se inter­
puso recurso de súplica desestimado mediante Auto de
30 de mayo de 1990. Los recurrentes en amparo expre­
saron mediante escrito de 21 de junio de 199Q su pro­
testa por no haberse efectuado en la notificación del
citado Auto la indicación' de los recursos procedentes.
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O) El Ayuntamiento de El Escorial mediante escrito
de 1 de septiembre de 1990 comunica a la Sale haber
iniciado la ejecución de la Sentencia. escrito que fue
proverdoelll de enero de 1991 en el sentido de acordar
su unión a la8 actuaciones y estar a lo resuelto en.el
Autode 30 de mayo anterior. Los demandantes de ampa­
ro interpusieron recurso de súplica contra esta resolu­
ción. Por Auto de 19 de abril de 1991. que fue seguido
del presente recurso de amparo. la Sala'de lo Conten­
cioso-Administrativo desestima el recurso de súplica
puesto que.Ia providencia recurrida se limitó a estar a
lo anteriormente acordado.

3. la demanda formalizada pide la nulidad de la
resolución y el reconOcimiento del derecho de los
recurrentes a la ejecución de la Sentencia del Tribunal
Supremo de 21 de noviembre de 1981 en la forma
establecida en el fallo de la misma. conforme a las reso­
luciones anteriort'T)ente dictadas en la fase de ejecución.

. Alegan los recurrentes que la ejecución de la Sentencia
en sus propios términos forma parte de su derecho fun­
damental a la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales
ya que. en caso contrario. las decisiones judiciales no
serfan otra cosa que meras declaraciones de intenciones
sin alcance práctico ni efectividad. El derribo o demo­
lición de lo ilegalmente construido al amparo de la licen­
cia de construcción anulada no es imposible en modo
alguno. La providencia de 20 de marzo de 1990 y el
Auto de 30 de marzo de 1990 que confirma la anterior.
al abrir la posibilidad da que se aplique lo dispuesto
en el art 18.2 de la Ley Orgánica del Poder "Judicial.
no. habiendo imposibilidad de ,ejecutar el fallo. vulneran
la doctrina del Tribunal Constitucional en esta materia
y los derechos consagrados en los arts. 9.2 y 24.1 de
la Constitución EspaI'iola.

4~ Mediante providencia de 10 de febrero de 1992
la Sección acordó tener por interpuesto el recurso de
amparo y concedió el plazo establecido ~n el arto 50.3
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional para que
los solicitantes y el Ministerio Fiscal pudieran alegar en
tomo a la posible existencia de causa legal de inadmisión
del recurso. traslado que fue oportunamente cumpli-
mentado. .

. 5. En virtud de providencia'de 28 de mayo de 1992
la demanda fue. admitida a trámite sin perjuicio de lo
que resultara de los antecedentes. a la vez que fue reque­
rida del órgano judicial la remisión del oportuno tes­
timorUo de ras actuaciones yel emplazamiento de quie­
neI hubieran sido ~rte en el procedimiento conten"cio­
so-administrativo. En virtud de. dicho amplazamiento.
mediante escríto de 29 de junio de 1992. comparecieron
don Luis Herranz San Juan y don Pedro Martfnez Heras.
Del mismo modo se personó el Ayuntamiento de El Esco­
rial mediante escrito de 29 de junio de 1992.

6. La Sección acordó mediante providencia de 20
de jutio de 1992 dar vista de las actuaciones por un
ptazo común de veinte dfas a la8 partes personadas.
El Fiscal ante el Tribunal Constitucional. en escrito pre­
sentado el 13 de agosto de 1992. se remite a sus ante­
riores alegaciones en trámite de admisión para sostener
que el recurso es inadmisible. puesto que la resolución
de 19 de abril de 1991 no aciJerda nada que no hubiera
sido resuelto por el anterior Auto de 30 de mayo de
1990. En cuanto a la ejecución del fallo en sus propios
términos. la situación creada no infringe el derecho cons­
titucional a obtener tutela judiciBl efectiva. puesto que
es necesario ponderar los valores en juego. de una parte
el derecj\o de unos propietarios a conservar la vivienda
que ocupan desde fechas muy' anteriores y. de otra. el
de otros vecinos que obtuvieron el fallo judicial anulatorio

de la licencia municipal. lo que Permite encontrar un
medio sustitutorio suficiente aceptado en su momento
por los titulares. aunque sobre su alcance dinerario no
exista por el momento un acuerdo completo. Procede
por ello tlesestimar el recurso.

7. El Ayuntamiento de El Escorial. mediante escrito
de 16 de septiembre de 1992 alega que la demolición
es imposible por lo que el Tribunal pudo Ifcitamente abri..
el procedimiento incidental para la ejecución de la Sen­
tenGia por via indemnizatoria.

8. Los recurrentes formularon alegaciones con
fecha 16 de septiembre de 1992 para remitirse a los
fundamentos de derecho invocados en su escrito de
demanda de amparo. De no ser estimado el recurso de
amparo los derechos reconocidos en Sentencia. cuyo
cumplimiento vino previamente ordenado. quedarfan sin
efectividad alguna y de nada hubiera servido haber obte­
nido las sucesivas resoluciones judiciales favorables.

9. Don Luis Herranz San Juan y don Pedro Martfnez
Heras alagán mediante escrito de 16 de septiembre de
1992 que el recurso es inadmisible puesto que las reso­
luciones formalmente recurridas reiteran lo anteriormen­
te resuelto y el recurso de amparo interpuesto en su
dfa bajo el núm. 350/91 fue inadmitido por providencia "
de 16 de septiembre de 1991. Aunque la parte actora
haya conseguido un nuevo pronunciamiento judicial pre- .
tende reconsiderar lo resuelto con carácter definitivo y
firme por medio de un nuevo recurso de amparo. Por
lo demás. el Tribunal se limitó a abrir la posibilidad de
aplicar una previsión legal pero no decidió que la eje­
cución hubiera devenido imposible. por lo que la pre­
tendida vulneración no se habfa materializado. Finalmen­
te. tan constitucional es una ejecución en la que se c'urn­
pie el principio de la identidad total entre lo ejecutado
y lo estatuido en el fallo. como una ejecución en la que,
por razones atendibles. la condena es sustituida por su
equivalente pecuniário o por otro tipo de prestación.

10. Por providencia de 5 de mayo de 1994. se acor­
dó señalar para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el siguiente dfa 9 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo está dirigido. al
menos de modo formal o nominal. contra el Auto de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid de 19 de abril de 1991.
que de~estin:'a un recurso de súplica ~hterpuesto contr!l
la prOVidencia de 11 de enero antenor. En esta prOVI­
dencia el Tribunal tiene por presentado un escrito en
el que el Ayuntamiento obligado a ejecutar el fallo comu­
nica los términos en que procede a iniciar el cumpli­
miento'de la resolución judicial. escrito cuya unión a
las actuaciones se acuerda. asf como estar en lo demás
a lo resuelto en un Auto de 30 de mayo anterior. Sin
embargo la presunta vulneración constitucional se atri­
buye expUcitamente en la fundamentación jurfdica de
la demanda a esta última resofución. confirmatoria de
la providencia de 20 de marzo de 1990. que abrie­
ron la posibifidad de aplicar las previsiones del art. 18.2
de 'la Ley Orgánica del Poder Judicial en· el supuesto
de que la ejecución resultare imposible.

2. En términos análogos a lo resuelto en la provi­
dencia de 16 de septiembre de 1991. que puso fin al
recurso de amparo 350/91 dirigido por los mismos
recurrentes contra la providencia de 11 de enero de
1991 y contra las anteriores resoluciones del Tribunal
Contencioso-Administrativo de 20 de marzo y 30 de
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mayo de 1990, debe apreciarse la concurrencia de la
causa de inadmisibilidad que resulta del art. 44.2 de
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Aunque la
lesión constitucional se imputa al Auto de 30 de mayo
de 1990, el recurso no se interpone en el momento
de recibir aquella resolución, que inicia el cómputo del
plazo para el recurso de amparo, puesto que la parte
no ha iniciado entre tanto recurso judicial alguno, ni
siquiera uno de dudosa procedencia (SSTC 224/1992,
182/1993). Más tarde, con motivo de una vicisitud pro­
cesal ulterior. la parte intenta plantear de nuevo la·cues­
tión, primero en la vra judicial y seguidamente, mediante
dos sucesivos recursos de amparo, ante esta sede
constitucional.

Ante tales antecedentes fácticos no es ocioso recor­
dar que el plazo de caducidad que establece el art 44.2
de nuestra Ley Orgánica no puede quedar al arbitrio
de las partes ni ser prorrogado artifiCiosamente o rea­
bierto a voluntad (SSTC 120/1986. 28/1987.
99/1993), consideración que determina necesariamen­
te el sentido de la decisión a adoptar por el Tribunal.
sin que sea obstáculo para ello que la notificación prac­
ticada en la vra judicial haya omitido la indicación de
los recursos procedentes, puesto que no sólo tal adver­
tencia está referida al proceso judicial ordinario y no
al tiempo y forma de acudir ante la jurisdicción cons­
titucional. sino que, además, como reiteradamente ha
declarado el Tribunal. ese requisito procesal no forma
parte del contenido decisorio de la resolución sino del
acto de notificación de lo resuelto (SSTC36/1989,
165/1989.203/1991 y 165/1991). y es defecto que
puede ser salvado por el propio interesado cuando está
asistido de Letrado, como ocurre en este caso (SSTC
70/1984 y 10.7/1987).

La aplicación de la anterior doctrina al caso que nos
ocupa ha de llevarnos a la inadmisión del presente recur­
so de amparo, pues es manifiesto que los recurrentes
pudieron utilizar alguno de los recursos establecidos en
la Ley contra .Ia resolución de 20 de marzo de 1990
que permitra la novación de la pretensión ejecutiva, o
haber acudido directamente en amparo si la resolución
agotaba la vra judicial. Pero no hicieron ninguna de
ambas cosas. por lo que, una vez transcurrido el plazo
de caducidad establecido. no pueden reabrir la vra de
amparo con ocasión de nuevos pronunciamientos judi­
ciales, que mediante expresa remisión a aquel pronun­
ciamiento se han limitado a reiterar lo anteriormente
resuelto. I

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTJTlJCION
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Edmundo Munilla Pascual, don Miguel Castrillo Peinado,
don Miguel Aguilar Algara, doña Elena Fernández Alon­
so. doña Marra Manuela Blanco lópez y don Jesús Marro­
dán Carrasa.

PubUquese esta Sentencia en el eeBoletrn Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a nueve de mayo de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodrrguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando Garcra-Mon y González Regue­

. ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Pedro Cruz Villalón.-firmado y rubricado.

13367 Sala Segunda. Sentencia 132/1994, de 9 de
maro de 1994. Recurso de amparo
1.22~1991.Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del r.S.J. de Andaluc/a (MAlaga) que
estimó recurso de suplicación promovido por
el demandante en la' instancia contra Auto
éJel Juzgado de lo Social de Melilla, dietado
en fase c:hHIjecución, que habla denegado los
intereses reclamados por el mismo por. ellap­
so transcurrido desde que se dietó Sentencia
hasta el abono de la indemnización por des­
pido. Supuesta vulneración de los derechos
a un proceso sin dilaciones, al acceso a los
recursos ya una resolución judicial no arbi­
traria..

La Sala Segunda del Tribunal Constitucion~1. com­
puesta por don Luis lópez Guerra, ·Presidente; don Euge­
nio Ofaz Eimil; don Atvaro Rodrfguez Bareijo, don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

. EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de ámparo núm. 1.223/91 interpuesto
por «Incomisa, S~L», representada por el Procurador de
los Tribunales. don José Luis Herranz Moreno, V asistido
por el Letrado don José Manuel Nogueral Abián, contra
la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucra (Málaga), de 25 de marzo de
1991. que estimó el recurso de suplicación promovido
por el actor contra el Auto del Juzgado de lo Social
de Melilla de 18 de octubre de 1990 dictado en fase
de ejecución. Han sido partes, además del Ministerio
Fiscal, don Salvador Cano Garcfa representado por el
Procurador don Miguel Angel de Cabo Picaza y asistido
por el Letrado don Bias Jesús Imbroda Ortiz. Ha sido
Ponente el Magistrado don AJvaro Rodrrguez Bereijo,
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedente.

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 7 de junio ae 1992 y registrado en este Tribunal
ellO de junio de 1991, por parte de la representación
de la entidad mercantil «Incomisa. S.L», se interpuso
recurso de amparo contra la resolución judicial anterior­
mente mencionada.

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedf;tntes:

Con fecha 21 de julio de 1987, el Juzgado de lo
Social de Melilla dictó Sentencia en la que. tras estimar
la demanda interpuesta por don Salvador Cano Garcla,
declaró extinguido su contrato con la empresa eclncomisa.
~.L. ••, con derecho a percibir de la misma por dicha reso­
lución una indemnización de cinco millones cuarenta y
cinco mil seiscientas veintidós pesetas.

Una vez consignado el importe de la condena, la
empresa, hoy recurrente en amparo. recurrió la Senten­
cia en casación, convirtiéndose en recurso de suplft:ación
que fue resuelto por la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucra (Málaga) mediante
Sentencia, de 13 de marzo de 1990. que vino a confirmar
la Sentencia recurrida. .

Con fecha 20 de abril de 1993 se hizo entrega al
demandante de la cantidad consignada en ejecución de
Sentencia. .


